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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN PRIMERA

Bogotá, D. C.,  ocho (8) de abril de dos mil catorce (2014)
Radicación núm.: 11001 0324 000 2013 00481 00

Actor: EDILBERTO CASTELLANOS APONTE
Demandado: Superintendencia de Notariado y Registro
Se decide sobre la solicitud de suspensión provisional que, a través del medio de control de simple nulidad previsto en el artículo 137 del C.P.A.C.A. promueve Edilberto Castellanos Aponte contra las siguientes resoluciones expedidas por la Superintendencia de Notariado y Registro: 1) 9516 del 20 de octubre de 2010, por medio de la cual “se da cumplimiento a una orden judicial y se modifica el artículo 13 de la Resolución 2277 de 17 de abril de 2006”; 2) 10137 del 23 de noviembre de 2011, “por la cual se establece un procedimiento para el trámite del reparto notarial”; y 3) 10935 del 15 de diciembre de 2011, a través de la cual “se modifica la resolución número 10137 del 23 de noviembre de 2011 que regula el trámite para el reparto notarial”. 
I.La solicitud de suspensión provisional
En un acápite aparte de la demanda se solicita la suspensión provisional de los actos acusados cuyo texto es el siguiente:

“RESOLUCIÓN 9516 DE 20 DE OCTUBRE DE 2010

Por la cual se da cumplimiento a una orden judicial y se modifica el artículo 13 de la Resolución 2277 del 17 de abril de 2006.
 La Superintendente de Notariado y Registro (E.), en ejercicio de sus facultades legales, en especial de las que le confieren los artículos 15 de la Ley 29 de 1973, 3° y 12, numerales 1 y 2 del Decreto 412 de 2007,

 

CONSIDERANDO QUE:

 Mediante Instrucción Administrativa número 27 de septiembre 8 de 2003, esta Superintendencia estimó necesario desarrollar algunos aspectos relacionados con el reparto de minutas de escrituras públicas.

En el numeral 3 del citado instructivo, entre otras cosas, se dispuso que los actos en que intervenga el Fondo Nacional de Ahorro, Empresa Industrial y Comercial del Estado, de carácter financiero del orden nacional, “ (…) en desarrollo de su labor financiadora de planes de vivienda no se someterán a reparto”. (Subraya del texto).

Esta decisión fue objeto de demanda de nulidad ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

Surtido el proceso de rigor, la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del honorable Consejo de Estado, en providencia debidamente ejecutoriada del 13 de agosto de 2009, declaró la nulidad del numeral 3 de la Instrucción Administrativa 27 de septiembre de 2003.

El fallo judicial, entre otras cosas, dice:

“… Para excluir del reparto notarial a las escrituras de venta e hipoteca en que intervenga el Fondo Nacional de Ahorro, el Superintendente se fundamenta en el parágrafo del artículo 15 de la Ley 29 de 1973, norma que, a juicio de la Sala, no debió ser invocada, si se tiene en cuenta que el inciso 1° del artículo 15 en comento dispone que los actos de las empresas industriales y comerciales del Estado, entre otros organismos, que deban celebrarse por medio de escritura pública se repartirán equitativamente entre las notarías que existan, cuando en el Círculo de que se trate haya más de una.

Para esta Corporación es claro, entonces, que la anterior disposición no requiere de interpretación alguna, pues es nítido su contenido, como también lo es que la naturaleza jurídica del Fondo Nacional de Ahorro es la de Empresa Industrial y Comercial del Estado, razón por la cual, independientemente de que tenga o no por objeto principal de sus actividades desarrollar planes de vivienda y negocios de finca raíz (parágrafo del artículo 15 de la Ley 29 de 1973), la circunstancia de detentar la naturaleza jurídica ya dicha hace que las escrituras que suscribe en efecto tengan que someterse a reparto.

La conclusión a la que llega la demandada en el sentido de que las escrituras en que intervenga el Fondo Nacional de Ahorro se excluyen el reparto por el hecho de que las suscribe con un particular no pueden ser de recibo, pues bajo esa óptica tampoco estarían sometidos a reparto, por ejemplo, los contratos que celebren las entidades estatales con un particular y que impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y servidumbres sobre bienes inmuebles, lo cual desconocería también el artículo 15 de la Ley 29 de 1973 que, se reitera, exige que los contratos celebrados por las entidades allí enumeradas que requieran de escritura pública se sometan a reparto…”. (Subraya fuera del texto).

Mediante Resolución número 2277 del 17 de abril de 2006, esta Superintendencia reglamentó el reparto de minutas de Escrituras Públicas.

En su artículo 2° se relacionan las entidades sometidas al reparto, de conformidad con el contenido del artículo 15 de la Ley 29 de 1973 precisándose, además, que están revestidos de esta formalidad los actos que deban celebrarse por escritura pública.

En su artículo 13, al regular lo pertinente al otorgamiento de actos accesorios por entidades sometidas al reparto que conceden préstamos para la adquisición de vivienda, mejora de la misma o cancelación de hipoteca, se dispuso que:

“Artículo 13. Actos accesorios. Cuando alguna de las entidades sometidas a reparto concede préstamos para la adquisición de vivienda, mejoras de la misma o cancelación de hipoteca, la escritura correspondiente se otorgará en la misma Notaría donde se otorgue o se haya otorgado la escritura de compraventa que para el caso se considerará el acto principal.

Igual regla seguirán aquellos actos derivados de minutas repartidas en las cuales conste el acto principal.

Parágrafo 1°. Los actos de enajenación de las unidades inmobiliarias resultantes de la constitución de la propiedad horizontal, urbanizaciones o parcelaciones se otorgarán en la misma notaría donde se haya autorizado el acto de su constitución ya repartido.

Parágrafo 2°. En aquellos actos principales autorizados por determinado Notario y no sometidos a reparto, los otorgantes de actos accesorios, sometidos a reparto, que de este se desprendan, se podrán otorgar ante el mismo Notario que autorizó el acto principal.

El Notario queda obligado a avisar por escrito al Grupo Interno de Trabajo de Reparto de Minutas de la Dirección de Gestión Notarial, de la autorización de estas escrituras describiéndolas por su valor, número, fecha, naturaleza e intervinientes”.

Para acatar el pronunciamiento judicial, se hace necesario modificar la Resolución número 2277 del 17 de abril de 2006, proferida por la Superintendencia de Notariado y Registro, “por la cual se reglamenta el reparto de minutas de Escrituras Públicas”.

En mérito de lo expuesto, la Superintendente de Notariado y Registro, en uso de sus facultades legales,

RESUELVE:

Primero. Los actos que requieran de escritura pública, en los que intervenga el Fondo Nacional del Ahorro, deben someterse a la diligencia de reparto.

Segundo. Modifíquese el artículo 13 de la Resolución número 2277 del 17 de abril de 2006, el cual quedará así:

Artículo 13. Las escrituras contentivas de cancelación de hipoteca, en las que intervenga una de las entidades sometidas a reparto, podrán otorgarse en la misma Notaría donde se otorgó la escritura constitutiva del gravamen, ya repartido.

Los actos de enajenación de las unidades inmobiliarias resultantes de la constitución de la propiedad horizontal, urbanizaciones o parcelaciones, se otorgarán en la misma notaría donde se haya autorizado el acto de su constitución ya repartido.

Tercero. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición y deberá publicarse en la página web de la Entidad, en el Diario Oficial y fijarse en lugar visible para el público en las Notarías y en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.”
“RESOLUCIÓN 10137 DEL 23 DE NOVIEMBRE DE 2011
Por la cual se establece un procedimiento para el trámite del reparto notarial.
(…)”
“RESOLUCIÓN 10935 DEL 15 DE DICIEMBRE DE 2011

Por la cual se modifica la resolución número 10137 del 23 de noviembre de 2011 que regula el trámite para el reparto notarial.

(…)”
Las normas que se invocan como vulneradas son: 

ARTICULO   13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.
ARTICULO  333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley.

La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades.

La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial.

El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional.

La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.

La parte actora solicita la suspensión provisional de la norma acusada en los siguientes términos:
1.1.- Mediante Instrucción Administrativa No. 27 del 8 de septiembre de 2003, el Superintendente de Notariado y Registro dispuso que los actos en que intervenga el Fondo Nacional del Ahorro en desarrollo de su labor financiadora de planes de vivienda no iban a ser sometidos a reparto. 
1.2.- Dicho instructivo fue demandado ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa y, como consecuencia de ello, se declaró la nulidad del numeral 3° que hacía relación a lo descrito en el numeral anterior. 
1.3.- A través de la Resolución No. 2277 del 17 de abril de 2006, la Superintendencia de Notariado y Registro adoptó el reglamento para el reparto de Minutas de Escrituras Públicas. 

1.4.- En el artículo 13 de dicha resolución dispuso que cuando alguna de las entidades sometidas a reparto concede préstamos para la adquisición de vivienda, mejoras de la misma o cancelación de hipoteca, la escritura correspondiente se otorgará en la misma Notaría donde se haya otorgado la escritura de compraventa. En cuanto a los actos de enajenación de las unidades inmobiliarias resultantes de la constitución de la propiedad horizontal, urbanizaciones o parcelaciones se otorgarán en la misma notaría donde se haya autorizado el acto de su constitución. Finalmente, en lo que respecta a aquellos actos principales autorizados por determinado Notario y no sometidos a reparto, los actos accesorios de aquél se podrán otorgar ante el mismo Notario. 

1.5.- Con ocasión del fallo de nulidad, la Superintendencia de Notariado y Registro modificó la anterior resolución mediante la Resolución No. 9516 de 2010 en la que señaló que los actos que requieran escritura pública en los que intervenga el Fondo Nacional del Ahorro deben ser sometidos a reparto. 

1.6.- De igual forma, indicó que el artículo 13 antes mencionado quedaría de la siguiente manera: “Las escrituras contentivas de cancelación de hipoteca, en las que intervenga una de las entidades sometidas a reparto, podrán otorgarse en la misma Notaría donde se otorgó la escritura constitutiva del gravamen ya repartido (…) Los actos de enajenación de las unidades inmobiliarias resultantes de la constitución de la propiedad horizontal, urbanizaciones o parcelaciones, se otorgarán en la misma notaría donde se haya autorizado el acto de su constitución ya repartido (…) Tercero. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición y deberá publicarse en la página web de la Entidad, en el Diario Oficial y fijarse en lugar visible para el público en las Notarías y en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos”
.
1.7.- Luego, la Superintendencia de Notariado y Registro expidió dos resoluciones
 mediante las cuales establece el procedimiento para el trámite del reparto notarial. 

1.8.- La Resolución No. 9516 de 2010 fue proferida invocando el artículo 15 de la Ley 29 de 1973 y los artículos 3 y 12 del Decreto 412 de 2007, normas que a juicio del demandante no consagran la facultad para expedir actos administrativos restrictivos como es el acusado que exige que los actos que requieran escritura pública en los que intervenga el Fondo Nacional del Ahorro deben someterse a reparto. 

1.9.- De otra parte, el artículo 15 de la mencionada Ley 29 de 1973 dispone que los actos de las empresas industriales y comerciales del Estado, entre otros organismos, que deban celebrarse por medio de escritura pública se repartirán equitativamente entre las notarías que existan, importando en gran manera que tenga por objeto principal de sus actividades desarrollar planes de vivienda y negocios de finca raíz lo que no cumple el Fondo Nacional del Ahorro pues no participa de la naturaleza de establecimiento bancario oficial o semioficial.
1.10.- En cuanto a las resoluciones expedidas que establecen el procedimiento de reparto considera el demandante que al estar fundamentadas en el artículo 15 de la Ley 29 de 1973 y los artículos 12, 13 y 28 del Decreto 2163 de 2011 también adolecen del vicio de incompetencia pues en ellos no se consagra la función modificatoria de instructivos o resoluciones generales ni la facultad restrictiva del derecho del Fondo Nacional del Ahorro de ser sometido a reparto notarial.
1.11.- Con base en lo anterior, el actor estima que las resoluciones acusadas desconocen el artículo 13 de la Constitución Política toda vez que imponen trabas y trámites dilatorios a los particulares que deban tratar con entidades públicas como es el Fondo Nacional del Ahorro. 

1.12.- El demandante considera que también se está vulnerando el artículo 333 de la Carta Magna pues las trabas y trámites dilatorios afectan el desarrollo normal de la actividad económica de la entidad en mención.

1.13.- En conclusión, someter a reparto los actos que requieran escritura pública en los que intervenga el Fondo Nacional del Ahorro va en contravía de lo dispuesto en la Ley 29 de 1973 pues en dicho artículo se consagra que los actos que se someterán a reparto serán los de los establecimientos bancarios oficiales y semioficiales, calidad que no tiene el Fondo Nacional del Ahorro. 
1.14.- De aceptarse lo anterior, se privaría del principio de rogación a los particulares que tratan negocialmente con el Fondo Nacional del Ahorro pues se cercenaría el derecho a la libre iniciativa privada. 
II. Contestación de la entidad demandada
La Superintendencia de Notariado y Registro presentó escrito de contestación argumentando:

2.1.- Que los argumentos que sustentan la solicitud de suspensión provisional responden a interpretaciones subjetivas por parte del actor pues no es cierto que las normas que regulan el reparto de minutas de escrituras públicas infrinjan norma alguna toda vez que el carácter de Empresa Industrial y Comercial del Estado que comporta el Fondo Nacional del Ahorro dan lugar a que los actos en los que él intervenga sean sometidos a reparto. 
2.2.- Que la solicitud de suspensión provisional no cumple con los requisitos exigidos en el artículo 231 del CPACA habida consideración de que la alegada vulneración de las disposiciones invocadas no surge de manera evidente lo que hace necesario agotar el estudio de fondo propio del proceso y no de esta etapa. 
III. Para resolver, el Despacho considera:
1. Las medidas cautelares en el CPACA

En el Artículo 229 del CPACA se describen las medidas cautelares así: 

“En todos los procesos declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo.”

“La decisión sobre la medida cautelar no significa prejuzgamiento.”

“La medida cautelar en los procesos que tengan por finalidad la defensa y protección de los intereses colectivos y en los procesos de tutela de conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser decretadas de oficio”. 

De la anterior definición se puede concluir que: 

· El Juez puede adoptar la(s) medida(s) cautelar(es) que considere necesaria(s) para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia.

· Las medidas anticipadas pueden ser solicitadas y decretadas en cualquier clase de proceso declarativo que se tramite en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, y ya no solo en los juicios de anulación de actos administrativos. 

· El Juez podrá ordenarlas una vez presentada la demanda, en cualquier estado del proceso.
· La solicitud deberá estar sustentada por la parte y tener relación directa y necesaria con las pretensiones de la demanda. 

· En las acciones populares y de tutela el Juez puede decretar de oficio las medidas cautelares. 

· El Juez deberá motivar  debidamente la medida.

· El decreto de medidas cautelares no constituye prejuzgamiento.- En efecto, con el ánimo de superar los temores y las reservas que siempre acompañaron a los jueces respecto del decreto de la suspensión provisional en vigencia de la legislación anterior, célebre por su escasa efectividad producto de las extremas exigencias que la jurisprudencia le impuso para salvaguardar su imparcialidad, el inciso segundo del artículo 229 CPACA expresamente dispone que “[l]a decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”.  De lo que se trata, entonces, con esta norma, es brindar a los jueces “la tranquilidad de que se trata de mecanismos meramente cautelares, que en nada afectan ni influyen en la decisión final del fondo del asunto sub lite”
. Una suerte de presunción iure et de iure sobre cómo acceder a la medida no afecta la imparcialidad del Juez ni compromete su capacidad de discernimiento ni poder de decisión, que busca además promover la efectividad del nuevo régimen cautelar introducido. La jurisprudencia ya ha sido señalado que este enunciado debe ser visto como un límite a la autorización que se otorga al Juez para que analice los hechos, las pruebas y los fundamentos del caso, pues es evidente que por tratarse de una primera aproximación al asunto este análisis debe ser apenas preliminar, razón por la cual no puede suponer un examen de fondo o “prejuzgamiento” de la causa
. La carga de argumentación y probatoria que debe asumir quien solicita la medida cautelar garantizan que el Juez tenga suficientes elementos de juicio para emprender esta valoración sin tener que desplegar un esfuerzo analítico propio de la fase final del juicio ni renunciar ni relevarse del examen más profundo que debe preceder a la sentencia.

2. Requisitos para decretar la suspensión provisional de actuaciones administrativas.-

La medida cautelar de suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos que era la única medida cautelar en el CCA, continuó en el CPACA. En efecto:

2.1.- Conforme a lo dispuesto en el artículo 238 de la Constitución Política, la jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial por los motivos y con los requisitos que establezca la ley.

2.2.- El anterior Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984), establecía que esta medida estaba sujeta a que la contradicción con las disposiciones invocadas como fundamento de la solicitud de suspensión fuera manifiesta y apreciada por confrontación directa con el acto demandado. Así, no permitía que el Juez pudiera realizar un estudio del caso, pues la trasgresión debía ser ostensible, y como tal, no podía implicar esfuerzo analítico alguno.
2.3.- Ahora bien, el Código ha establecido que la medida de suspensión de actuaciones administrativas solo se deberá acoger cuando se considere que no existe otra posibilidad de conjurar o superar la situación que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas que deba observar la parte demandada para que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida. 

2.4.- El CPACA
 define un conjunto de requisitos para la procedencia de la medida de suspensión provisional –tanto en acciones de nulidad simple como de nulidad y restablecimiento del derecho- y define de forma general los requerimientos que debe hacer el Juez en los demás eventos. En efecto el inciso primero del Artículo 231 del CPACA, ordena: 

“Artículo 231.- Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos”. 

Como la jurisprudencia ha resaltado, se trata de “una reforma sustancial, si se tiene en cuenta que (…) habilita al Juez a realizar un estudio no simplemente superficial de la solicitud de la medida sino que incluye la apreciación de las pruebas aportadas al efecto”
. Esto, por cuanto en el marco de la nueva normatividad establecida en el CPACA, para la suspensión provisional se prescindió de la “manifiesta infracción” hasta allí vigente, lo cual se ha interpretado en el sentido que “la nueva normativa presenta una variación significativa en la regulación de esta figura, por cuanto la norma obliga al Juez administrativo a  realizar el análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas y a estudiar las pruebas allegadas con la solicitud”
. 

En este sentido se observa que, para que se decrete la suspensión provisional de los efectos de un acto administrativo resulta necesario que del análisis realizado por el Juez, se concluya que existe violación a las normas invocadas en la demanda o en el escrito contentivo de la solicitud. 

Lógicamente esta regulación especial de la suspensión provisional no puede significar que en los juicios de nulidad y nulidad y restablecimiento del derecho únicamente resulte procedente esta medida cautelar. Dado el principio general sentado por el Código
 respecto de la posibilidad de decretar las medidas que mejor se ajusten a las particularidades del caso cuando quiera que se cumplan los requisitos previstos para ello se impone entender que la suspensión provisional de un acto administrativo puede verse acompañada de otras medidas previas: sería el  caso, por ejemplo, de una de tipo suspensivo de actuación si se está, por hipótesis, frente a la solicitud de suspensión de la licencia ambiental para la construcción de una obra, cuya paralización podrá también requerirse; o de tipo anticipativo si se está, por ejemplo, frente a una reclamación contra un acto que deniega el reconocimiento de un derecho, cuya suspensión se solicita, y se acompaña del pedido de anticipación de reconocimiento provisional del derecho. 

3.- Caso concreto
3.1.- Los actos administrativos cuya suspensión se solicita son las siguientes resoluciones expedidas por la Superintendencia de Notariado y Registro: 1) 9516 del 20 de octubre de 2010; 2) 10137 del 23 de noviembre de 2011; y 3) 10935 del 15 de diciembre de 2011.
3.2.- Las normas que se invocan como vulneradas son los artículos 13 y 333 de la Constitución Política. 
3.3.- Ahora bien, visto el contenido de la solicitud de suspensión provisional formulada y su contestación el Despacho llega a la conclusión de que no hay razón que amerite suspender de forma provisional los efectos de los actos demandados. 

En efecto, las resoluciones acusadas establecen el procedimiento para el reparto notarial de algunos actos que requieren escritura pública en los que intervenga el Fondo Nacional del Ahorro.
La norma en la que se fundamentan los actos acusados, esto es, el artículo 15 de la Ley 29 de 1973 señala de manera expresa que los procesos en los que intervengan Empresas Industriales y Comerciales del Estado serán sometidos a reparto notarial. Asimismo, la sentencia en virtud de la cual se expidieron las resoluciones enjuiciadas indicó que el Fondo Nacional del Ahorro era una Empresa Industrial y Comercial del Estado y por ende, los actos en los que interviniera dicha entidad debían ser sometidos a reparto notarial. 
Así las cosas, las resoluciones demandadas fueron expedidas con apego a las normas legales aplicables a la materia que consagran la necesidad de someter esos actos a reparto notarial, lo que no permite concluir que se estén estableciendo trámites innecesarios y dilatorios que vulneren el derecho a la igualdad de quienes se vean sometidos a ellos. 

En efecto, dada la naturaleza de los actos en los que intervienen entidades como el Fondo Nacional del Ahorro se hace necesario el trámite de reparto notarial, es decir, no se trata únicamente de los actos de esta entidad sino de todas aquellas que se encuentren en esa situación, lo que demuestra que se está otorgando un trato igual en condiciones iguales. 
Lo mismo ocurre respecto del artículo 333 de la Constitución Política pues no es cierto que los actos acusados vulneren la actividad económica y la iniciativa privada al establecer los procedimientos antes referidos. El trámite de reparto notarial responde en este caso, como ya se dijo, a la naturaleza de los actos; en ningún momento está prohibiendo o restringiendo el ejercicio de la actividad económica ni está exigiendo el cumplimiento de trámites dilatorios que hagan imposible su ejercicio sino que está estableciendo un procedimiento específico de acuerdo con las normas legales que rigen la materia. 
En cuanto al argumento de la competencia cabe desatacar que la Resolución No. 9516 de 2010 fue proferida en cumplimiento de una orden judicial razón por la que no es posible predicar la falta de competencia de la Superintendencia de Notariado y Registro para expedir un acto “restrictivo” como lo llama el demandante toda vez que fue la sentencia la que le ordenó adoptar esa decisión. 
Por lo expuesto, el Despacho considera que no hay lugar a decretar la suspensión provisional del acto enjuiciado. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera,

RESUELVE

NEGAR la suspensión provisional de las siguientes resoluciones expedidas por la Superintendencia de Notariado y Registro: 1) 9516 del 20 de octubre de 2010, por medio de la cual “se da cumplimiento a una orden judicial y se modifica el artículo 13 de la Resolución 2277 de 17 de abril de 2006”; 2) 10137 del 23 de noviembre de 2011, “por la cual se establece un procedimiento para el trámite del reparto notarial”; y 3) 10935 del 15 de diciembre de 2011, a través de la cual “se modifica la resolución número 10137 del 23 de noviembre de 2011 que regula el trámite para el reparto notarial”. 
Notifíquese y cúmplase,

GUILLERMO VARGAS AYALA
Consejero de Estado 
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